SENTENCIA DE TUTELA 1ª INSTANCIA N°029
                                                     RADICACIÓN:    66001220400020180014101


ACCIONANTE: CARLOS DE JESÚS SÁNCHEZ T.
DECLARA IMPROCEDENTE

El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso. El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la Secretaría de esta Sala.

Providencia:

  Sentencia  – 1ª instancia –2 de agosto de 2018

Proceso:    
       Acción de Tutela 
Radicación Nro. :          66001220400020180014101

Accionante:                   Carlos de Jesús Sánchez T.

Accionado:                    Juzgado Primero Penal del Circuito y otra
      
Magistrado Ponente:    Jorge Arturo Castaño Duque

TEMAS:                             DEBIDO PROCESO/ REQUISITOS GENERALES Y CAUSALES ESPECÍFICAS PARA LA PROCEDENCIA DE LA ACCIÓN DE TUTELA CONTRA PROVIDENCIAS JUDICIALES/ INEXISTENCIA DEL REQUISITO DE LA SUBSIDIARIEDAD/ SENTENCIA CONDENATORIA NO SE ENCUENTRA EJECUTORIADA/ OTROS  MECANISMOS DE DEFENSA JUDICIAL ORDINARIO/ IMPROCEDENTE.
Frente a las pretensiones que hace el accionante debe reiterarse que en principio la tutela no procede cuando existan otros recursos o medios de defensa judiciales, salvo que se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable, caso en el cual se debe demostrar la premura de la situación y la importancia del auxilio constitucional; es decir, que no puede utilizarse como forma de evadir los procesos ordinarios o especiales contemplados de manera general por la ley
(…)
Surge diáfano por tanto, que al encontrarse actualmente en curso el trámite del recurso de apelación que la abogada del señor SÁNCHEZ TORRES presentó contra la sentencia de julio 06 de 2018, por medio de la cual el Juzgado Primero Penal del Circuito de Dosquebradas (Rda.) lo condenó a 240 meses como autor responsable de los delitos de homicidio y porte ilegal de armas, la acción constitucional no está llamada a prosperar.

(…)

No puede pretender el actor, que por este medio preferente y sumario, con desconocimiento del principio de subsidiariedad que rige la acción constitucional, el juez de tutela entre a definir el asunto planteado, cuando frente a la decisión que determinó su responsabilidad en los hechos que dieron lugar a la actuación penal adelantada en su contra, al haber interpuesto y sustentado el recurso de apelación para que sea esta misma Corporación quien se pronuncie frente al tema objeto de controversia. En ese orden de ideas se declarará improcedente el amparo de los derechos exigidos por el señor SÁNCHEZ TORRES.

                             REPÚBLICA DE COLOMBIA

                                            PEREIRA-RISARALDA 
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                                                  RAMA JUDICIAL 

TRIBUNAL SUPERIOR DE PEREIRA
       SALA de decisión PENAL

             Magistrado Ponente 
     JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Pereira, dos (02) de agosto de dos mil dieciocho (2018)

                                                                 Acta de Aprobación N° 643
                                                  Hora: 3:10 p.m.
1.- VISTOS

Procede la Sala a decidir la acción de tutela instaurada por CARLOS DE JESÚS SÁNCHEZ TORRES contra el Juzgado Primero Penal del Circuito y la Fiscalía Veinticinco Seccional de Dosquebradas (Rda.), al considerar vulnerados sus derechos fundamentales al debido proceso, igualdad, dignidad humana,  libertad, entre otros.

2.- SOLICITUD 
Lo sustancial de los hechos que plantea en el escrito de tutela el accionante se pueden concretar así: (i) fue capturado en junio 12 de 2017 en el barrio la Soledad de Dosquebradas (Rda.), por haber sido presuntamente el autor de los delitos de homicidio y porte ilegal de armas, en hechos en los cuales perdió la vida el ciudadano CARLOS MARIO SALDARRIAGA, punibles por los cuales fue condenado por el Juzgado Primero Penal del Circuito de dicho municipio, a la pena principal de 19 años de prisión; (ii) asegura no tener ninguna relación con dichos ilícitos, pero sí saber quiénes son los autores materiales e intelectuales de los mismos por ser testigo presencial de lo acaecido, información que estuvo dispuesto a dar pero nunca se escuchó su versión, y frente a ello ninguna labor hizo su abogada defensora, ni probatoria ni de carácter investigativo, ni tampoco dio a conocer esa situación en el recurso de apelación; (iii) considera que no se tenían fundamentos para emitir una condena en su contra, puesto que solo se cuenta con la declaración de un testigo al cual no se le debe dar credibilidad, y no se aportó ningún otro medio de conocimiento que lo involucre con la comisión del hecho; (iv) estima que dicha determinación
 constituye una vía de hecho -cita los requisitos jurisprudenciales de procedencia genéricos y específicos de la tutela contra providencias judiciales - al no contar con el soporte probatorio requerido, lo que afecta sus derechos fundamentales al debido proceso, a la igualdad, a la dignidad, a la libertad, así como los principios de presunción de inocencia, in dubio pro reo y congruencia.

Con fundamento en lo anterior solicita se amparen las garantías que le han sido vulneradas, y, en consecuencia, se deje sin efecto la decisión tomada por el juez de primera instancia, a efectos de que se realice una investigación antes de proferirse una nueva sentencia, se lleve a cabo una revisión y se asigne un nuevo abogado de la Defensoría del Pueblo experto en revisiones procesales.
3.- CONTESTACIÓN

La Corporación corrió traslado de la acción constitucional a los accionados, y dispuso vincular de manera oficiosa a los sujetos procesales de la actuación penal radicada al N° 66170600046201700013, y a la Defensoría del Pueblo Regional Risaralda.
- La Dra. Aydee Patricia Arciniegas Mañosca, quien funge como apoderada de SÁNCHEZ TORRES dentro del proceso penal sobre el cual versa el amparo,  informó que le fue asignado el caso en la etapa de acusación, y en atención a que su defendido le indicó cuáles eran los posibles testigos que declararían en juicio para efectos de soportar la teoría del caso, se inició el programa metodológico -misión de trabajo-, el cual estuvo a cargo del investigador Antonio Orrego.

Refiere que en total se recibieron entrevistas a 6 personas, y el testigo en el que más hizo énfasis su defendido era el señor JULIO CÉSAR BETANCOURT QUIRAMA, quien no coincidió en su relato con los demás declarantes, por lo cual su versión fue poco creíble y se notaba nervioso y dubitativo.
Señala que no es cierto que la defensa no haya proporcionado al usuario la forma de expresar sus inquietudes, puesto que en la misión de trabajo se solicitó que se entrevistara y diera su versión de los hechos.

- La titular del Juzgado Primero Penal del Circuito de Dosquebradas (Rda.) indicó que en el despacho a su cargo se adelantó el proceso penal contra el señor CARLOS DE JESÚS SÁNCHEZ TORRES por la conducta punible de homicidio y fabricación, tráfico y porte de armas de fuego radicado al N°661706000046201700013, radicado por la Fiscalía Veinticinco Seccional de ese municipio en agosto 09 de 2017.

Refiere que se adelantaron todas las etapas del proceso en las cuales siempre se le respetaron sus garantías fundamentales, se contó con la presencia del delegado del Ministerio Público y estuvo acompañado por la defensora adscrita a la Defensoría del Pueblo.

Indica que en julio 06 de 2018 se anunció un sentido del fallo de carácter condenatorio y se dio lectura a la sentencia, por medio de la cual fue condenado a la pena principal de 240 meses de prisión, determinación frente a  la que su abogada interpuso recurso de apelación, el cual fue sustentado el 12 siguiente, y se hizo el respectivo traslado a los no recurrentes cuyo término venció en julio 23 de 2018, razón por la cual las diligencias fueron remitidas a esta Colegiatura para desatar la alzada en julio 25 de 2018.
Solicita en consecuencia se declare improcedente la acción, toda vez que al accionante se le respetaron sus garantías fundamentales.

- La Fiscal Veinticinco Seccional de Dosquebradas informó que en efecto adelantó investigación bajo el NUNC 661706000046201700013 por los delitos de homicidio y porte de armas de fuego, por hechos ocurridos en marzo 5 de 2017 en vía pública del barrio La Soledad de Dosquebradas (Rda.), en la que perdió la vida CARLOS MARIO POSADA SALDARRIAGA.

Señala que se recaudó material probatorio que permitía inferir la responsabilidad en esos punibles de CARLOS DE JESÚS SÁNCHEZ TORRES apodado “Veneca”, por lo que una vez se hizo efectiva la orden de captura emitida en su contra -junio 14 de 2017-, se le imputaron cargos como probable autor a título de dolo de los ilícitos de homicidio y fabricación, tráfico y porte de armas de fuego, mismos que no fueron aceptados por él, y se le impuso medida de aseguramiento consistente en detención preventiva en establecimiento de reclusión, la cual quedó en firme.

Se adelantó el proceso correspondiente ante el Juzgado Primero Penal del Circuito de Dosquebradas, cuya audiencia de juicio oral culminó en marzo 09 de 2018, y en julio 06 de 2018 se profirió el sentido del fallo y se dictó la sentencia, frente a la cual la defensa del señor SÁNCHEZ TORRES interpuso recurso de apelación que fue sustentado oportunamente, por lo que en su calidad de no recurrente presentó alegaciones en julio 23 de 2018.

Precisa que en este momento la actuación se encuentra en trámite ante esta Corporación a la espera de definir la citada impugnación, según lo indicado por el juzgado de conocimiento.

Expresa que el amparo constitucional no está llamado a prosperar, toda vez que al hoy accionante se le han respetado sus derechos constitucionales y se le ha garantizado el debido proceso durante toda la actuación, ha estado asistido un abogado quien ha ejercido adecuadamente la defensa, al punto que actualmente se está a la esperar del recurso legal interpuesto, en el cual se debe definir lo pertinente y no por vía de esta acción.

Los argumentos presentados por el tutelante en torno a su inocencia y valoración inadecuada de la prueba de cargo, y de la exculpación presentada en juicio, deben ser analizados al definir la citada apelación; por tanto, no se requiere de otro mecanismo adicional para proteger los derechos que estima conculcados.

- El apoderado de víctimas dentro de la actuación penal referida, indicó que el Juzgado Primero Penal del Circuito de Dosquebradas condenó al señor SÁNCHEZ TORRES por el concurso de conductas punibles de homicidio y porte ilegal de armas, luego de efectuarse la audiencia de juicio oral los días 8 y 9 de marzo de 2018, y cuya lectura se llevó a cabo en julio 6 siguiente. Respecto a dicha determinación la defensora del procesado interpuso recurso de apelación dentro del término legal, razón por la cual el a quo concedió la alzada en el efecto suspensivo ante esta Corporación para que define lo pertinente.
Se concluye entonces que la sentencia emitida no se encuentra ejecutoriada en atención al recurso interpuesto, razón por la cual el tutelante sigue vinculado al proceso penal, lo que configura causal de improcedencia del amparo, por cuanto el proceso penal sigue en curso y es un medio procesal que impide la viabilidad de la tutela por no haberse agotado aún los mecanismos ordinarios.

Sostiene que no se han vulnerado los derechos fundamentales por cuanto tanto en las audiencias preliminares como en todo el desarrollo del trámite se respetaron los lineamientos legales establecidos y los derechos fundamentales que le asisten.

Si bien por parte del tutelante se hace referencia a otras personas como autoras de los hechos por los cuales se profirió sentencia en su contra, no se aporta ninguna prueba que corrobore la hipótesis que plantea frente a su inocencia.

- La Defensora del Pueblo Regional Risaralda manifestó que una vez verificado el sistema de la entidad, se pudo determinar que CARLOS DE JESÚS SÁNCHEZ TORRES ha sido usuario en tres procesos penales, dos de los cuales ya fueron finalizados, y uno se encuentra activo, habiendo fungido como defensor el Dr. Alexánder Zapata y actualmente la Dra. Aydee Patricia Arciniegas Mañosca quien conoció el caso a partir de la acusación, en atención a la advertencia de conflicto de intereses señalada por su antecesor.

Refiere igualmente que en virtud del control de gestión realizado por el profesional administrativo y de gestión de esa entidad, se evidencia que la Dra. Aydee Patricia Arciniegas cumplió con la defensa técnica del señor SÁNCHEZ, la cual fue sustentada mediante misión de trabajo desarrollada por el investigador Antonio Orrego Osorio adscrito a la Unidad de Investigación, y dentro de las actuaciones procesales se observa que en julio 06 de 2018 se llevó a cabo la lectura de sentencia condenatoria, decisión que fue impugnada por la defensora, quien conforme a su idoneidad profesional argumentó su inconformidad al respecto, por lo que la actuación fue remitida en julio 25 de 2018 a esta Sala para que se surta la segunda instancia.

Frente a la pretensión del tutelante atinente a que se le asigne un abogado especializado en revisiones procesales y un investigador, itera que actualmente dicho ciudadano cuenta con un defensor el cual lo seguirá asesorando hasta cuando se profiera la sentencia de segunda instancia, y además se cuenta con las Oficinas Especiales de Apoyo (OEA) encargadas de interponer y presentar las acciones de revisión contra las sentencias ejecutoriadas en los términos de ley establecidos, pero a la fecha la sentencia por medio de la cual fue condenado el señor CARLOS DE JESÚS se encuentra en apelación, por lo que su petición no es procedente.

4.- PRUEBAS

Se tuvieron en cuenta como tal los documentos aportados por cada una de las partes.

5.- Para resolver, SE CONSIDERA

El Tribunal es competente para fallar el presente asunto de conformidad con la facultad consagrada en la Constitución Política en su artículo 86 y en los Decretos 2591/91 y 1983 de 2017.

5.1.- Problema planteado 

Corresponde establecer a la Sala si por parte del Juzgado Primero Penal del Circuito y la Fiscalía Veinticinco Seccional de Dosquebradas se vulneraron los derechos fundamentales que estima conculcados el señor CARLOS DE JESÚS SÁNCHEZ TORRES, dentro del proceso penal adelantado en su contra por los delitos de homicidio y porte ilegal de armas de fuego, radicado al N° 661706000046201700013.
5.2.- Solución

De acuerdo con el artículo 86 de la Constitución Política, toda persona podrá acudir a la tutela para reclamar la protección a sus derechos constitucionales fundamentales, y procederá contra toda acción u omisión de las autoridades públicas, o particulares según se trate, siempre que “el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que aquélla se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable”.

Se advierte entonces que la acción de tutela ha sido por excelencia el medio más expedito en materia de protección de derechos fundamentales, y gracias a ella el Estado Colombiano logró optimizarlos y hacerlos valer a todas las personas sin discriminación alguna. 

Frente a las pretensiones que hace el accionante debe reiterarse que en principio la tutela no procede cuando existan otros recursos o medios de defensa judiciales, salvo que se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable, caso en el cual se debe demostrar la premura de la situación y la importancia del auxilio constitucional; es decir, que no puede utilizarse como forma de evadir los procesos ordinarios o especiales contemplados de manera general por la ley.

Sobre el particular en la sentencia T-313 de 2005, la H. Corte Constitucional indicó: 

“[…] La acción de tutela es un mecanismo de protección de derechos fundamentales cuyas características y condiciones son definidas por la misma Carta Política. Dentro de estos requisitos se encuentran la subsidiariedad y la inmediatez. 

El primero está relacionado con la necesidad que en cada caso concreto se acredite que el afectado no cuenta con otro mecanismo de protección de sus derechos o que, en razón a la inminencia de un perjuicio irremediable, dicho instrumento pierde su idoneidad para garantizar la eficacia de los postulados constitucionales, caso en el cual la Carta prevé la procedencia excepcional y transitoria.
 

El fundamento constitucional de la subsidiariedad, bajo esta perspectiva, consiste en impedir que la acción de tutela, que tiene un campo restrictivo de aplicación, se convierta en un mecanismo principal de protección de los derechos fundamentales.  En efecto, la Constitución y la ley estipulan un dispositivo complejo de competencias y procesos judiciales que tienen como objetivo común garantizar el ejercicio pleno de los derechos constitucionales, en consonancia con el cumplimiento de los demás fines del Estado previstos en el artículo 2 Superior.  Por tanto, una comprensión ampliada de la acción de tutela, que desconozca el requisito de subsidiariedad, vacía el contenido de las mencionadas competencias y, en consecuencia, es contraria a las disposiciones de la Carta Política que regulan los instrumentos de protección de los derechos dispuestos al interior de cada una de las jurisdicciones.”

Debe indicarse igualmente, que  han sido varios los pronunciamientos en los cuales la Sala de Decisión de tutelas
 de la H. Corte Suprema ha reiterado que al juez constitucional no le es permitido inmiscuirse en “procesos en curso”, tal como se expresó en el radicado 68111 de julio 18 de 2013, así:
“Adicionalmente, observa la Sala que el proceso seguido en contra de XXX  se encuentra en curso, luego será en ese escenario donde a través de los medios de defensa judicial podrá reclamar el amparo de las garantías fundamentales que considera conculcadas, pues como reiteradamente lo ha dicho la Corte al juez de tutela tampoco le es permitido intervenir en procesos en curso, no sólo porque desconoce la independencia y la autonomía de que está revestido el juez natural para tramitar y resolver los asuntos de su competencia, sino porque, tal proceder desnaturaliza la filosofía que inspiró el mecanismo de amparo para la protección de derechos superiores, mas no para su declaración.” –negrillas de la Sala-
Del mismo modo, en la sentencia de tutela proferida por la Sala de Casación Penal, con radicación 79314 de mayo 6 de 2015, también se sostuvo que el juez ante el cual se solicita el amparo no puede inmiscuirse cuando está en curso un proceso, y concretamente se indicó: 

“Ha sido criterio definido y reiterado de la Sala de Casación Penal de la Corte que no es procedente acudir a la solicitud de protección constitucional para intervenir dentro de procesos en curso, no sólo por cuanto ello desconoce la independencia de que están revestidas las autoridades judiciales para tramitar y resolver los asuntos de su competencia, sino porque tal proceder desnaturaliza la filosofía que inspiró la acción de amparo como mecanismo residual de defensa de los derechos superiores, mas no para su declaración. 

[…]
En el asunto bajo examen, la actuación penal se encuentra en trámite. Es en ese escenario procesal, ante el funcionario natural, donde debe la parte actora, por sí misma o a través de su apoderado, presentar las solicitudes encaminadas a remediar cualquier situación que estime desconocedora de sus garantías; sin que el juez constitucional deba interferir en ese asunto porque, se recalca, el proceso está en curso. 

Al interior de dicho diligenciamiento, los accionantes podrán ejercer todas las potestades que la ley les confiere para satisfacer su pretensión, a través de los mecanismos ordinarios con que cuentan, tales como las solicitudes de nulidad, el ejercicio de los medios de impugnación, etc. 

En consecuencia, al existir un escenario natural de discusión sobre el asunto sometido al conocimiento del juez constitucional, la tutela demandada se torna improcedente, en los términos previstos por el artículo 6-1 del Decreto 2591 de 1991.

[…]

Asumir una postura como la pretendida por la parte actora, implicaría desconocer y pretermitir las decisiones que en ejercicio de sus funciones emiten las autoridades competentes en el trámite de los procesos adelantados conforme la normativa aplicable en cada caso; y abordar, en abierta contraposición a la finalidad y alcance de la tutela, el estudio de la naturaleza de las supuestas irregularidades acaecidas en una actuación todavía en curso.” -negrillas de la Sala-
Surge diáfano por tanto, que al encontrarse actualmente en curso el trámite del recurso de apelación que la abogada del señor SÁNCHEZ TORRES presentó contra la sentencia de julio 06 de 2018, por medio de la cual el Juzgado Primero Penal del Circuito de Dosquebradas (Rda.) lo condenó a 240 meses como autor responsable de los delitos de homicidio y porte ilegal de armas, la acción constitucional no está llamada a prosperar.

Y es que como así lo ha referido la Corte Constitucional, es en el interior del proceso donde se deben ventilar las presuntas vulneraciones a los derechos y garantías fundamentales que reclama, porque: “no obstante la posible irregularidad que se hubiere presentado en el trámite del proceso correspondiente, al no estar culminada la actuación, existen normas en el procedimiento para que el afectado alegue oportunamente estas deficiencias, bien sea, pidiendo nulidades, interponiendo recursos, interviniendo en el proceso, todo con el fin de defender sus derechos. Es decir, la improcedencia de la acción de tutela, en estos casos, radica en la existencia de otro medio de defensa judicial, dentro del propio proceso”
. 

No puede pretender el actor, que por este medio preferente y sumario, con desconocimiento del principio de subsidiariedad que rige la acción constitucional, el juez de tutela entre a definir el asunto planteado, cuando frente a la decisión que determinó su responsabilidad en los hechos que dieron lugar a la actuación penal adelantada en su contra, al haber interpuesto y sustentado el recurso de apelación para que sea esta misma Corporación quien se pronuncie frente al tema objeto de controversia. En ese orden de ideas se declarará improcedente el amparo de los derechos exigidos por el señor SÁNCHEZ TORRES.
Resta decir que en atención a la etapa procesal en la que se encuentra la actuación, no puede exigírsele a la Defensoría del Pueblo asignar un investigador, en cuanto dicho periodo ya fue culminado, y en el mismo se contó con un profesional que llevó a cabo el programado metodológico.

De igual forma debe precisarse que resulta también inviable su solicitud para que le sea designado un abogado diferente a quien lo asiste en este momento, por cuanto se advierte de las respuestas enviadas tanto por los accionados como por los vinculados, con los respectivos soportes que así lo acreditan, que la citada profesional ha cumplido ha cabalidad con la labor encomendada. 

Ahora, si lo que pretende el actor es presentar una acción de revisión frente a la decisión de condena emitida en su contra, no obstante que la Defensoría del Pueblo informó que cuenta con profesionales especializados en la materia, la misma no sería viable en este momento por no encontrarse en firme la decisión judicial en cita.
5.- DECISIÓN 
Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República, por mandato de la Constitución y de la Ley,  
FALLA
PRIMERO: SE DECLARA IMPROCEDENTE la acción de tutela interpuesta por CARLOS DE JESÚS SÁNCHEZ TORRES. 

SEGUNDO: Si el fallo no fuere impugnado remítase el expediente a la H. Corte Constitucional para su eventual revisión. 
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

Los Magistrados,


JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE
      JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

El Secretario de la Sala,

WILSON FREDY LÓPEZ
� Debe aclararse que si bien el accionante se hacen críticas a la decisión adoptada por este Tribunal, dicha actuación apenas arribó a esta Colegiatura en agosto 01 de 2018, para efectos de conocer el recurso de apelación interpuesto por la defensora del tutelante (verfolios 86-87 C.O.).


� En relación con la subsidiariedad de la acción de tutela pueden consultarse, entre otras, las sentencias T-297/97, M.P. Antonio Barrera Carbonell, T-449/98, M.P. Alfredo Beltrán Sierra y T-300/04, M.P. Eduardo Montealegre Lynett. 


� Ver también los radicados T-45900/10, T-53421/11  y T-70719/13


� Corte Constitucional, T-418 de 2003.
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